///la ciudad de San Isidro, a los 8 días del mes de abril de dos mil diez, se reúnen en Acuerdo los señores Jueces de la Sala Tercera de la Cámara Primera de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial San Isidro, doctores  JUAN IGNACIO KRAUSE y CARLOS ENRIQUE RIBERA, en los términos de los arts. 47 y 48 de la ley 5827, para dictar sentencia en el juicio: "Mesch Arnoldo Raúl c/Urfinco Fin.Com.Man.E.Inm. S.A s/Cobro de Pesos" causa nº109.405; y habiéndose oportunamente practicado el sorteo pertinente (arts. 168 de la Constitución de la Provincia y 263 del Código Procesal Civil y Comercial), resulta que debe observarse el siguiente orden: Dres. Krause y Soláns,  resolviéndose plantear y votar las siguientes:

        
C U E S T I O N E S

1ª ¿Es justa la sentencia apelada?

2ª ¿Qué pronunciamiento corresponde dictar?

          V O T A C I O N

A la primera cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:

    
1) La providencia de fs. 242 que suspende de oficio el trámite de esta ejecución por el término de dos años en virtud de lo dispuesto por la ley 14.115, es apelada por el ejecutante conforme los agravios de fs. 251 y ss., no contestados por la contraria. Se plantea asimismo, la inconstitucionalidad de aquélla normativa, por entenderse afectados el derecho de propiedad y la defensa en juicio, entre otros.

          2) La ley 14.115 (en sentido similar a la anterior ley 13.885 y las que la precedieron prorrogando la vigencia de la ley 12.531 -leyes 13.668, 13.525, 13.379, 13.192, 13.116, 12.946,  12.846, 12.720-) suspende por dos años, en todo el ámbito de la Provincia de Buenos Aires, los trámites de los juicios a partir de la sentencia de remate, o la ejecución de la sentencia, derivados de la realización de obras municipales de infraestructura urbana, adjudicadas a empresas particulares por aplicación de la Ordenanza General 165.

       La garantía de la defensa en juicio exige por sobre todas las cosas que no se prive a nadie arbitrariamente de la adecuada y oportuna tutela de los derechos que puedan asistirle (Bidart Campos, G. “Tratado elemental de Derecho Constitucional Argentino, t.I, pág.669 y ss.); tiene por objeto garantizar el acceso de todas las personas a una decisión justa a fin de resolver sus conflictos con otras y comprende el derecho de ejecutar la sentencia “manu militari” debiendo el Estado auxiliarlo para obtener el cumplimiento de ella por parte de su deudor (Ekmekdjian, M.A., “Tratado de Derecho Constitucional” t.II, pág. 334 y ss.). La exigencia de determinación por un Tribunal de justicia de los derechos de las personas –incluyendo expresamente sus derechos y obligaciones de orden civil-  hace a la defensa en juicio y su respeto es un compromiso asumido por nuestro país ante la comunidad internacional en el art. 8º de la Conv. Americana de los D.H.-Pacto de San José de Costa Rica- con jerarquía constitucional (art. 75 inc. 22 de la CN.;  Cam. Civ. y Com., La Plata Sala IIIa. Causa 242966 del 5-10-2004).

            Es cierto que hemos resuelto, en el marco de la ley nacional 25.563, que no era inconveniente al interés social y público, sino todo lo contrario, la suspensión, por 180 días corridos a partir de febrero de 2002, de las subastas de los inmuebles que son viviendas de los deudores, y que la postergación que dicha ley ordenaba –transitoria y no excesivamente prolongada- respondía a una razonable actividad del legislador dado el excepcional contexto de emergencia económica en que fue dictada (Causa n. 90.489 reg. 535 del 25-06-02 "Dell´Aquilla Roberto y ot.c/ Salinas M. y otro s/ ejecución hipotecaria").

          Pero también es cierto que paralizar el pleito impidiendo al acreedor ejecutar la sentencia dictada a su favor -difiriendo en el tiempo y en forma indefinida el ejercicio de su derecho a percibir su crédito- constituye una evidente lesión a la garantía constitucional (Cám. Nac. Civ. Sala “G”, 1-6-2004 ED del 9-9-2004, Sala “A” 8-6-2004, ED del 8-9-2004).

Ha reconocido nuestro Superior Tribunal Federal la constitucionalidad de las leyes que suspenden temporaria y razonablemente tanto el efecto de los contratos como de las sentencias firmes siempre que no se altere la sustancia de unos y otras (Fallos 243:467). Pero la restricción que impone el Estado al ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, limitada en el tiempo y no una mutación en la sustancia o esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato y está sometida al control jurisdiccional de constitucionalidad (Fallos 243:467; 323:1576).

 Cierto es que el objetivo principal del ordenamiento legal cuestionado es ofrecer una solución a aquellas “vecinos demandados que en virtud de la escasa disponiblidad de recursos pueden verse privados de su vivienda (exposición de motivos ley 12531) y que dicho régimen se justifica en la protección que la Constitución Nacional le asigna (art. 14 bis de la C.N.), pero también debe tenerse presente que el Código Civil le confiere al acreedor el derecho de emplear los me​dios legales a fin de que el deudor le procure aquello a que se ha obligado" (art. 505 inc. 1), lo que, unido a la garantía de la defensa en juicio ya mencionada (art. 18 CN.) le asegura la intervención de un tribunal imparcial que satisfaga sus pretensiones. De tal forma la protección que el legislador otorgue a los deudores morosos no puede ir en desmedro ni del derecho de propiedad, ni desconocer el de la garantía de defensa en juicio que lo preserva, ya que tales derechos y garantías deben ser com​patibilizados (causa 100.566 r.i. 160/06 de la entonces Sala IIa.)

La ley 14.115 no debe ser considerada en forma aislada sino como una continuación de las suspensiones ya dispuestas a comienzos del año 2001 con la sanción de la ley 12.531 y continuada con las que a los mismos fines se dictaron con posterioridad (leyes 12.720, 12.846, 12.946, 13.116, 13.192, 13.379, 13.525, 13.668, 13.885). 

La suspensión, pues, ya no resulta acotada en el tiempo y su aplicación implica diferir más allá de lo razonable el derecho del acreedor a perseguir judicialmente el cobro de su crédito lo que afecta gravemente su derecho constitucional de defensa en juicio. 

Aun cuando la declaración de inconstitucionalidad de una disposición legal es un acto de suma gravedad institucional y una de las más delicadas funciones susceptibles de encomendarse a un Tribunal de Justicia y, por ello, debe ser considerada como última “ratio” del orden jurídico y sólo debe ejercerse cuando la repugnancia con la cláusula constitucional es manifiesta y la incompatibilidad inconciliable (CSN., Fallos 322:843, 319:3148; causa 90.691 del 10-7-2002 entre muchas otras de esta Sala IIa), siendo –como se ha visto- que tal es el caso de autos corresponde declarar la inconstitucionalidad de la ley provincial 14.115 en cuanto impide a la actora continuar con la ejecución de su crédito, debiendo proseguir los autos según su estado (causa 103.988 del 12.7.07 de la Sala IIa.).

Voto, pues, por la negativa.

A la misma cuestión, el señor Juez doctor Ribera por iguales consideraciones, votó también por la negativa.

A la segunda cuestión, el señor Juez doctor Krause dijo:

Dada la forma en que se ha resuelto la cuestión anterior, corresponde declarar la inconstitucionalidad de la ley provincial 14.115 en cuanto impide a la actora continuar con la ejecución de su crédito, debiendo proseguir los autos según su estado. Las costas se imponen en el orden causado, atento la índole de la cuestión resuelta (arts. 68 y 69 del C.P.C.C.).  



ASI LO VOTO

A la misma cuestión el señor Juez doctor Ribera por iguales motivos votó en el mismo sentido.

Con lo que terminó el Acuerdo, dictándose la siguiente:

           S E N T E N C I A

POR ELLO, en virtud de las conclusiones obtenidas en el Acuerdo que antecede y de los fundamentos expuestos en el mismo, se declara la inconstitucionalidad de la ley provincial 14.115 en cuanto impide a la actora continuar con la ejecución de su crédito, debiendo proseguir los autos según su estado. Las costas se imponen en el orden causado, atento la índole de la cuestión resuelta (arts. 68 y 69 del C.P.C.C.).  

Regístrese  y devuélvase.

